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36. La Comercialización pesquera en Andalucía. Canales
de comercialización. Comercialización en origen y en destino.
Principales circuitos de comercialización. Perspectivas de
futuro.

37. La industria pesquera andaluza. Caracteres y tipos.
Importancia de la industria comercializadora y transformadora
de los productos pesqueros. Localización geográfica. Situación
actual y perspectivas de futuro.

38. Sistemas de conservación de los productos pesqueros.
Refrigeración. Congelación. Deshidratación. Desecación. Sala-
zón. Ahumados. Conservas. Subproductos.

39. El asociacionismo en el sector pesquero andaluz. Figu-
ras mas relevantes: Asociaciones de Armadores. Organizacio-
nes de Productores. Las cofradías de Pescadores. Normativa
Reguladora. Naturaleza Jurídica. Funciones y órganos rectores.

40. La investigación y la formación pesquera y acuícola
en Andalucía. Los Centros de Investigación y Cultivo de Espe-
cies Marinas y los Centros de Formación Marítimo-Pesquera.
Funciones y localización geográfica. Titulaciones académicas
y profesionales.

RESOLUCION de 5 de diciembre de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se resuelve el
recurso potestativo de reposición interpuesto por doña
Victoria Sánchez Sánchez contra la Resolución de 24
de junio de 2002, que desestima la solicitud de indem-
nización para expresos y represaliados políticos.

Con fecha cinco de diciembre de 2002, se ha dictado
resolución por el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la
Consejería de Justicia y Administración Pública al recurso inter-
puesto por doña María Victoria Sánchez Sánchez en el expe-
diente de referencia.

Intentada por dos veces la notificación, con fechas
21.1.2003 y 14.2.2003, respectivamente, y no habiéndose
podido practicar como consecuencia de la ausencia del des-
tinatario, se procede a notificar por medio de anuncio en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, según prescribe el
artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley
4/1999, la siguiente Resolución.

En la ciudad de Sevilla, a 5 de diciembre de dos mil
dos,

Visto el recurso potestativo de reposición interpuesto por
doña María Victoria Sánchez Sánchez contra la Resolución
de 24 de junio de 2002, de la Excma. Sra. Consejera de
Justicia y Administración Pública, por la que se desestimaba
la solicitud de indemnización para expresos y represaliados
políticos,

Que, instruido el presente recurso potestativo de repo-
sición, resultan las actuaciones que permiten poner de mani-
fiesto los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Decreto 1/2001, de 9 enero establece una
indemnización para expresos y represaliados políticos que
sufrieron privación de libertad por un período superior a tres
años y se acuerda abrir convocatoria pública para aquellos
otros que sufrieron privación de libertad por menos de tres
años en establecimientos penitenciarios, disciplinarios o cam-
pos de concentración, consecuencia de los supuestos con-
templados en la Ley 46/1977, de 15 de octubre de Amnistía.

Segundo. María Victoria Sánchez Sánchez presenta la soli-
citud de indemnización el 26 de noviembre de 2001, cuando

ya ha transcurrido el plazo establecido en el art. 8.1 del Decreto
1/2001. Con fecha 7 de agosto de 2002 interpone el recurso
de reposición contra la Resolución de Excma Sra. Consejera
de Justicia y Administración Pública de 24 de junio de 2002
por la que se desestima la solicitud por presentación fuera
de plazo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. La competencia para la resolución del recurso
de reposición interpuesto corresponde a la Excma Sra. Con-
sejera de Justicia y Administración Pública, de acuerdo con
lo dispuesto en el art. 116 de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, así como en el
art. 10.4 del Decreto 1/2001, de 9 enero.

Dicha competencia se encuentra delegada en el Secretario
General Técnico de esta Consejería, en virtud de lo dispuesto
en el art. 4.5.a) de la Orden de 10 de noviembre de 2000,
de delegación de competencias en diversos órganos de la
Consejería.

Segundo. El art. 8 del Decreto 1/2001, establece que
el plazo de presentación de solicitudes será de seis meses,
a partir del día siguiente a la publicación de dicho Decreto
en el BOJA. Publicándose en BOJA el día 27 enero, el plazo
para presentar solicitudes será del 28 de enero al 27 julio
de 2001. El señalamiento de plazo, según el art. 47 de la
Ley 30/92, obliga a las autoridades y personal al servicio de
las Administraciones Públicas competentes para la tramitación
de los asuntos, así como a los interesados en los mismos.

Tercero. La razón que expone doña María Victoria Sánchez
Sánchez para justificar su presentación fuera de plazo es la
tardanza del certificado que acredita el tiempo de permanencia
en instituciones penitenciarias: La recurrente solicitó el cer-
tificado en mayo de 2001, todavía vigente el plazo de pre-
sentación de solicitudes, pero lo recibió en noviembre de 2001,
ya transcurrido el mismo.

El Decreto 1/2001 exige expresamente, en su art. 8, la
presentación de la solicitud dentro de ese plazo. El certificado
de permanencia de las instituciones penitenciarias aparece
como uno de los documentos que deben acompañar dicha
solicitud. Ante la imposibilidad de presentar el certificado de
prisiones por causas ajenas a la voluntad de la solicitante,
éste tenía que haber presentado junto a la solicitud un docu-
mento acreditativo de haber realizado la petición, o incluso,
ante la solicitud con la falta de la certificación, la Adminis-
tración habría admitido la solicitud a trámite, requiriéndole
para subsanar dicha falta posteriormente, al recibir la cer-
tificación de las instituciones penitenciarias según establece
el art. 71 de la Ley 30/92.

Por tanto, no procede reconsiderar la solicitud de la
recurrente, toda vez que en consideración a los principios de
igualdad y seguridad jurídica debe aplicarse la misma solución
denegatoria que al resto de solicitudes presentadas fuera de
plazo.

Por todo lo expuesto, vistos los preceptos legales citados
y demás normas de aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de reposición interpuesto por doña
María Victoria Sánchez Sánchez y confirmar la Resolución de
la Consejera de Justicia y Administración Pública de 24 de
junio de 2002 en todos sus extremos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administra-
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tivo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía en el plazo de dos meses,
contado desde el día siguiente a la fecha de su notificación,
de conformidad con lo dispuesto en el art. 46 de la Ley 29/98,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 5 de diciembre de 2002.- El Secretario General
Técnico, Carlos Toscano Sánchez.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 14 de marzo de 2003, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan los trabajadores de la empresa de Gestión Tri-
butaria, SAM de Málaga, mediante el establecimiento
de servicios mínimos.

Por el Comité de Empresa de la empresa de Gestión Tri-
butaria, S.A.M. de Málaga, ha sido convocada huelga para
los días 20 de marzo de 10,30 a 14,00 horas y 28 de marzo
de 2003 de 10,00 a 13,30 horas y que, en su caso, podrá
afectar a los trabajadores de la citada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores de la empresa de Gestión
Tributaria, S.A.M. de Málaga, prestan servicios esenciales para
la comunidad, tales como la recaudación y gestión de impues-
tos, cuya paralización total por el ejercicio de la huelga con-
vocada podría afectar a bienes y derechos fundamentales de
los ciudadanos reconocidos y protegidos en el Título primero
de nuestra Constitución, y colisiona frontalmente con el dere-
cho a una gestión justa y eficaz del sistema tributario, con-
sagrado en su artículo 31, y por ello la Administración se
ve compelida a garantizar dichos servicios esenciales mediante
la fijación de servicios mínimos.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y habiendo sido esto último
posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos legales
aplicables, artículos 28.2, y 31 de la Constitución; artículo
10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; artículo
17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real Decreto
4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía de 26 de noviembre de
2002; y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga que, en su caso, podrá
afectar a los trabajadores de la empresa de Gestión Tributaria,
S.A.M. de Málaga, convocada para los días 20 de marzo de
10,30 a 14,00 horas y 28 de marzo de 2003 de 10,00
a 13,30 horas, deberá ir acompañada del mantenimiento de
los servicios mínimos, que figuran en el Anexo de la presente
Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco responderán respecto de la tramitación y efectos de las
peticiones que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 14 de marzo de 2003

JOSE ANTONIO VIERA CHACON
Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo y
Desarrollo Tecnológico de Málaga.

A N E X O

- Un trabajador para la seguridad de las personas y las
cosas, mantenimiento de las instalaciones de C/ Cuarteles, 33.

- Un trabajador para Registro.
- Un trabajador para caja.
- Un trabajador para isleta de información.
- Un trabajador para seguridad de las personas y las cosas,

mantenimiento de las instalaciones de Camino Suárez, 10.
- Un trabajador para la ventanilla General/Registro, Casa

Consistorial.

RESOLUCION de 27 de febrero de 2003, de la
Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hacen
públicas subvenciones concedidas al amparo de la
Orden que se cita.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, esta Delegación Provincial ha resuelto
dar publicidad a las subvenciones concedidas con cargo al
Programa Presupuestario 32C y al amparo de la Orden de
29 de marzo de 2001, por la que se regula el Programa
Andaluz para el Fomento de la Economía Social.

Programa: Subvención Para el Fomento del Empleo
Asociado.

Expediente: RS.0038.CA/02.
Beneficiario: Diseño Cocinas, S. Coop. And.
Municipio: Puerto Real.
Subvención: 9.000,00 E.

Expediente: RS.0042.CA/02.
Beneficiario: Sinergia Multimedia, S.L.L.


